
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY

FEDERAL PARA LA REGULACIÓN DEL CANNABIS PSICOACTIVO; REFORMA
Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD Y

DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL.

Senador Ricardo Monreal Ávila, Senadora Olga María del Carmen Sánchez Cordero
Dávila, Senadora Geovanna Bañuelos de la Torre, Senadora Claudia Ruiz Massieu,
Senador Miguel Ángel Mancera Espinoza, Senadora Sylvana Beltrones Sánchez,
Senador Clemente Castañeda Hoeflich, Senadora Verónica Delgadillo García,
Senador Jorge Carlos Ramírez Marin, Senadora Patricia Mercado Castro, Senador
Noe Castañón Ramírez, Senador Manuel Añorve Baños, Senadora Cora Cecilia
Pinedo Alonso, Senador Raúl Bolaños-Cacho Cué, Senador Julio Menchaca
Salazar, Senador Américo Villareal Anaya, Senadora Xóchitl Gálvez Ruiz, Senador
Juan Manuel Zepeda Hernández, Senador Luis David Ortiz, Senador Raúl Paz
Alonso, integrantes de los grupos parlamentarios representados en el Senado de la
República de la LXV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por los artículos
71, fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 8 numeral uno, fracción I, 164 y 169 del Reglamento del Senado de la
República, sometemos a la consideración de esta Soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se expide la Ley Federal para la Regulación del
Cannabis Psicoactivo; reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud y del Código Penal Federal, al tenor de la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Uno de los aspectos más importantes que la nación ha exigido a sus instituciones
para la transformación de nuestro país, está en actualizar el anacrónico paradigma
de control de drogas prohibicionista que se tiende en torno al cannabis. Este
entramado institucional, diseñado en el siglo XX, diariamente muestra evidencias
de su inaplicabilidad ante el innegable aumento en el consumo, ante las injusticias
y atropellos que legitima cotidianamente, y ante la evidencia científica que muestra
al cannabis como una materia prima con enorme potencial industrial, medicinal,
cosmético, terapéutico y como un elemento para detonar un desarrollo económico
más parejo, a partir de su uso lúdico.

Consecuentemente, en los últimos años hemos impulsado varios intentos por dar
ese paso generacional que permita dejar de criminalizar a miles de personas, y
establezca reglas claras para el desarrollo de una industria en la que todas y todos,
puedan ser partícipes del desarrollo.

En este orden de ¡deas, las y los representantes populares nos hemos ido
sensibilizando, y se han ido convenciendo aquellas posturas extremas que han
impedido que el Congreso de la Unión responda adecuadamente al llamado de la
nación.

Hoy prácticamente todos los partidos políticos demandan una ley muy progresista;
porque en México las leyes y normas del esquema inhibitorio sobre el cannabis nos
han ido dejando relegados, tanto ante las realidades del consumo como frente a las
oportunidades de desarrollo.



Ante esta generación que hoy se ha planteado el reto de cambiar el paradigma con
respecto a la marihuana, que en buena parte viene de la cultura prohibicionista de
los 60 y la política persecutoria que venía de Estados Unidos, se propone el
presente proyecto de decreto que entre otras cosas ha buscado integrar una
regulación marcada por una visión de derechos humanos y de justicia social; una
visión que considera a la seguridad pública, las necesidades de las personas más
desfavorecidas económicamente hablando, las perspectivas de las y los
emprendedores de nuestro país, las demandas de las organizaciones de personas
consumidoras de cannabis y los requerimientos de personas dedicadas a la ciencia.

Cabe precisar que, entre las propuestas que se han presentado en los últimos años
tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado de la República, se han
abordado diversos planteamientos, entre los que destacan:

Establecer lineamientos generales para la regulación del cannabis en su
siembra, cultivo, cosecha, producción, etiquetado, empaquetado, promoción,
publicidad, patrocinio, transporte, distribución, venta y comercialización.
La sistematización de un régimen de autorizaciones y licencias para
determinadas actividades.

Fomentar la promoción, la educación para la salud, así como la difusión del
conocimiento de los posibles riesgos atribuibles al consumo de cannabis.
Desalentar las actividades ilegales en relación con el cannabis mediante
sanciones apropiadas y medidas de aplicación.
Prever el establecimiento de asociaciones legalmente constituidas con fines
de consumo recreativo en establecimientos determinados.

Establecer los lineamientos generales para el diseño y evaluación de
legislación y políticas públicas basadas en un diagnóstico.
Prevenir y disminuir la incidencia de casos de automedicación y
envenenamiento por consumo no controlado de productos personales y
medicinales de cannabis y sus derivados.
Ofrecer servicios de información y asesoramiento profesionalizado.
Estatuir un órgano regulador con atribuciones de control sanitario en la
materia.

Prohibir, en los actos relativos al comercio, la venta, distribución o suministro
a menores.

Exhibir en los establecimientos las leyendas de advertencia autorizadas por
el órgano regulador, así como las licencias de venta.

La propuesta que se presenta tiene como fin, además de garantizar el consumo
lúdico del cannabis psicoactivo, que las autoridades de la Federación conduzcan
las políticas públicas para la atención de su consumo problemático, con un enfoque
de derechos humanos y salud pública, a través de la aplicación de medidas de
prevención, intervención oportuna, atención, tratamiento, recuperación,
rehabilitación y reinserción social.

Para lograr el equilibrio deseado entre el disfrute del derecho y la protección en la
salubridad, se implementarán las políticas, programas, planes y acciones
permanentes que sean necesarios para que, respetando la libre determinación de



las personas, se fomente la información basada en evidencia científica sobre los
riesgos del consumo del cannabis psicoactivo, especialmente a personas mayores
de veintiún años, así como a mujeres embarazadas y en periodo de lactancia, como
medida de protección al derecho a la salud. Asimismo, incentivará el desarrollo
sostenible, orientado al fomento de las actividades productoras del cannabis
mediante la gestión de créditos.

Por otra parte, es importante precisar que dentro del proyecto se busca regular las
asociaciones, clubes o grupos para el consumo del cannabis, toda vez que sólo
podrán contar con lugares o establecimientos que cuenten con dispositivos de
filtración y absorción de humos, gases y vapores, considerando una distancia
mínima de quinientos metros entre estos y los lugares destinados a la vivienda,
centros escolares, deportivos, culturales, recreativos y en general, cualquier lugar
donde pudiera existir afectación por exposición de humo o sustancias producidas a
causa del consumo del cannabis a niñas, niños y adolescentes.

Se contemplan licencias para comercializar cannabis y sus productos,
exclusivamente dentro de los establecimientos autorizados, los cuales, deberán
poner a disposición de los consumidores servicios relativos al uso, considerando
servicios de información con relación a los usos, compuestos, propiedades, efectos
y riesgos del cannabis conforme a los lineamientos que emita el Instituto; así como
impedir el acceso a personas menores de edad y acciones a favor de pueblos y
comunidades indígenas, personas campesinas o ejidatarias, ejidos y comunidades
agrarias, comunidades en situación de marginación o que, por sus condiciones,
características o por haber sido afectados por el sistema prohibitivo, deban tener
una atención prioritaria, así como grupos de micro y pequeños agricultores.

Asimismo, se plantea la creación de un Instituto que rija la aplicación de las normas
en materia de cannabis, denominado Instituto Mexicano para la Regulación y
Control del Cannabis, como órgano desconcentrado de la Secretaría de Salud. Será
la autoridad responsable de la cadena productiva del cannabis y su consumo, que,
entre otras facultades, determinará los mecanismos y procedimientos de
certificación y seguimiento del cannabis y sus productos.

Por lo que refiere a las sanciones por incumplimiento a los preceptos de la ley
propuesta, así como de sus reglamentos y demás disposiciones que emanen de
ella, se establece que el Instituto Mexicano de Regulación y Control del Cannabis
será el encargado de sancionar administrativamente, sin perjuicio de las penas que
correspondan cuando sean constitutivas de delitos.

Para tal efecto, las sanciones consistirán en multas que van desde veinte a tres mil
Unidades de Medida y Actualización, suspensión temporal o definitiva de la licencia,
la que podrá ser parcial o total, trabajo en favor de la comunidad y arresto hasta por
treinta y seis horas. Asimismo, prevé la imposición de penas de acuerdo con la
legislación aplicable en caso de comercializar, distribuir, regalar, vender y
suministrar productos de cannabis a menores de edad o emplear a menores de
edad en relación con dichas actividades. También establece que, en caso de
reincidencia, se duplicará el monto de la multa que corresponda en cada ocasión.



Derivado de todo lo anterior y del estancamiento que intentos anteriores han
encontrado, se establecieron diálogos con senadoras y senadores de distintos
signos políticos y paulatinamente se fue construyendo una propuesta derivada de
ese intercambio de ¡deas. Esto ha permitido generar un proyecto caractenzado por
integrar posturas y propuestas de la manera más clara y simple posible; acotando
los conceptos y definiciones del marco jurídico que integra el proyecto de decreto
de la iniciativa; fortaleciendo las posibilidades de impulsar políticas públicas en la
materia; definiendo propuestas para los usos legales del cannabis psicoactivo;
favoreciendo una reglamentación menos restrictiva y más clara que en intentos
previos; atendiendo las perspectivas científicas sobre elementos como la edad, el
potencial en materia de salubridad, la prevención de adicciones y la protección de
quienes no son consumidores. Asimismo, se ha proyectado una estructura más
clara y menos compleja sobre las licencias, roles de las autoridades, derechos,
deberes y sanciones administrativas.

Finalmente, se destaca que la decisión de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, respecto del uso lúdico del cannabis, también ha servido como catalizador
para la formación de esta iniciativa; pues se ha puesto en el centro de la ley la
garantía del libre desarrollo de la personalidad, en relación con su consumo
recreativo y se han abolido los sistemas administrativo y normativo de prohibiciones,
regulando, de manera responsable y en imperio de la libertad configurativa del
legislador, las estructuras y dinámicas que materialicen ese derecho.

Por lo anteriormente expuesto, se presenta ante esta soberanía la presente
iniciativa con proyecto de Decreto por el que se expide la Ley Federal para la
Regulación del Cannabis Psicoactivo; reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Salud y del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

PROYECTO DE DECRETO

Artículo Primero.- Se expide la Ley Federal para la Regulación del Cannabis
Psicoactivo.

LEY FEDERAL PARA LA REGULACIÓN DEL CANNABIS PSICOACTIVO

TÍTULO PRIMERO
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés social, observancia
general y tiene por objeto:

I. Regular el uso del cannabis psicoactivo.
II. Regular los actos permitidos con fines de uso lúdico del cannabis

psicoactivo, dispuestos en la presente ley, su reglamento y demás
normatividad aplicable.

III. La determinación específica de los mecanismos de certificación y
seguimiento; y



IV. El establecimiento de sanciones, sin perjuicio de las previstas en otros
ordenamientos aplicables al caso concreto;

En lo que corresponda, se aplicarán supletoriamente la Ley General de Salud
y la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Tratándose del cannabis no psicoactivo se estará a lo dispuesto en la política
nacional en materia agropecuaria y la legislación respectiva.

Artículo 2. Corresponde al Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría
de Salud, del Instituto Mexicano para la Regulación y Control del Cannabis y de las
autoridades competentes, el control y la regulación de los actos inmersos en el
objeto de la presente ley establecidas en el artículo que precede, en los reglamentos
correspondientes, Normas Oficiales Mexicanas y en las disposiciones aplicables.

Las autoridades de las entidades federativas, de las alcaldías de la Ciudad
de México y de los municipios de la República Mexicana, en sus correspondientes
ámbitos de competencia, tendrán la intervención que esta ley, la Ley General de
Salud y sus reglamentos señalan.

Artículo 3. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I. Actos relativos al uso del cannabis: aquellas acciones realizadas por las
personas, dependiendo del uso o fin que se le otorgue al cannabis, con
excepción del uso medicinal;

II. Autoconsumo: Comprende los derechos correlativos al autoconsumo de
cannabis, tales como la siembra, cultivo, cosecha, preparación,
acondicionamiento, posesión, transporte, en cualquier forma, empleo, uso y,
en general, todo acto relacionado con el consumo personal del cannabis.

III. Asociaciones: Asociaciones Civiles, clubes o grupos de personas,
constituidas en los términos de las leyes comunes, sin fines de lucro y con el
único objeto social de satisfacer las necesidades individuales de sus
asociadas y asociados para los actos relacionados exclusivamente con el
autoconsumo;

IV. CBD: Cannabidiol, es uno de los dos componentes cannabínoides más
abundantes de la planta del cannabis, que se encuentra en porciones
variables dependiendo la cepa. No produce efectos psicoactivos;

V. Cannabinoides: Un grupo de compuestos químicos orgánicos de tipo
terpenofenólicos que son asociados con la actividad farmacológica que
presenta el cannabis;

VI. Cannabinoides sintéticos: Sustancias similares o completamente diferentes
a los compuestos del cannabis, con acciones farmacológicas similares, pero
que son totalmente sintéticos y creados en un laboratorio;



Vil. Cannabis: el cannabis psicoactivo, sumidades, floridas o con fruto, a
excepción de las semillas y las hojas no unidas a las sumidades, de la
especie vegetal miembro de la familia de las Cannabáceas, de las cuales no
se ha extraído la resina, cualquiera que sea el nombre con que se las
designe, así como cualquier compuesto, derivado, mezcla, preparación o
resina de las sumidades, cuyo contenido de THC es igual o superior al 1%,
incluyendo los siguientes isómeros: A6a (10a), A6a (7), A7, A8, A9, A10, A9
(11) y sus variantes estereoquímicas;

VIII. Consumo problemático: El uso de cannabis que provoque problemas a las
personas en su salud biológica, psicológica, emocional o social en la
funcionalidad con su familia, escuela, trabajo, la comunidad donde vive, en
su economía o con la ley, que incluye cualquier uso por persona mayor a
veintiún años, la intoxicación aguda, el uso nocivo, el abuso, así como
dependencia o adicción;

IX. Instituto: Instituto Mexicano para la Regulación y Control del Cannabis;

X. Certificación: someter a la semilla y planta del cannabis a un control de
verificación y prueba realizado por las autoridades competentes, que incluya
descripción vahetal, análisis de inocuidad y cualquier otro que determine el
Instituto;

XI. Seguimiento: serie de procedimientos a cargo del Instituto, que permite
identificar el origen y las diferentes etapas del proceso de producción y
distribución del cannabis, su materia prima y sustancias derivadas hasta su
disposición final y que contiene la información unificada de todas las
actividades para fines de control;

XII. THC: Tetrahidrocannabinol, es un cannabinoide psicoactivo de la planta del
cannabis más abundante, en las variedades clasificadas precisamente como
psicoactivas;

Artículo 4. Las autoridades de la Federación conducirán las políticas públicas
para la atención del consumo problemático del cannabis psicoactivo, con un
enfoque de derechos humanos y salud pública, a través de la aplicación de medidas
de prevención, intervención oportuna, atención, tratamiento, recuperación,
rehabilitación y reinserción social.

Atendiendo la interdependencia de los derechos humanos, las autoridades
de la Federación implementarán las políticas, programas, planes y acciones
permanentes que sean necesarios para que, respetando la libre determinación de
las personas y el derecho a la salud, se fomente la información basada en evidencia
científica sobre los riesgos del consumo del cannabis psicoactivo, especialmente a
personas mayores de veintiún años, así como a mujeres embarazadas y en periodo
de lactancia.


